CONTRATO ESTATAL – Acción contractual – Caducidad 

Para los contratos respecto de los cuales se impone el trámite adicional de liquidación y ésta es efectuada unilateralmente por la Administración, el plazo para accionar judicialmente comenzará a contarse a partir de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe. Si la Administración no lo liquida dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes, o del que establece la ley, se podrá acudir a la jurisdicción dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar.
CONTRATO ESTATAL – Incumplimiento como pretensión – Liquidación unilateral del contrato

En efecto, no le es viable al contratista invocar el incumplimiento del contrato como pretensión autónoma cuando la entidad pública contratante ha liquidado unilateralmente el negocio jurídico. Una vez la entidad pública contratante liquida de forma unilateral el contrato, según lo definido por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, resulta necesario buscar la anulación del acto administrativo de liquidación, so pena de que la acción devenga improcedente por ineptitud formal de la misma.
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Radicación número: 44001-23-31-000-2000-00293-01(25915)
Actor:
 LAUREANO QUINTERO GÓMEZ
Demandado: INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS - INVIAS
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 20 de agosto de 2003 por el Tribunal Administrativo de La Guajira, la cual, en su parte resolutiva, dispuso:

“1.- Se declara la ineptitud sustancial de la demanda.

2.- Se inhibe para tomar decisión de fondo.

3.- Sin costas.” (fls. 175 a179, c. 2)

1.
ANTECEDENTES

1.1 Lo que se demanda.

Por medio de escrito presentado el día 12 de mayo de 2000 ante el Tribunal Administrativo de La Guajira, el señor Laureano Quintero Gómez, por intermedio de apoderado judicial, en ejercicio de la acción de controversias contractuales consagrada en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo ─C.C.A.─ demandó al Instituto Nacional de Vías ─INVIAS─, entidad que para la fecha de presentación de la demanda tenía la naturaleza jurídica de establecimiento público del orden nacional adscrito al Ministerio de Transporte
, con el propósito de que se realizaran las siguientes declaraciones y condenas: 

“A.- DECLARACIONES.

Se declare el INCUMPLIMIENTO por parte del INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS del contrato de obra 1099 de 1.994 celebrado con el DR. LAUREANO QUINTERO GOMEZ.

B.- CONDENAS.

Como consecuencia de la anterior declaración la entidad demanda INSTITUTO NACIONAL DE VIAS – INVIAS como responsable, se le condena a pagar al demandante contratista LAUREANO QUINTERO GOMEZ LOS PERJUICIOS e indemnizaciones A QUE TIENE DERECHO por valor de CINCUENTA Y SEIS MILLONES QUINIENTOS SESENTA Y CINCO MIL DOSCIENTOS VEINTIUN MIL (sic) PESOS ($56.565.221) conforme se detalla, suma que deberá ser indexada al momento del pago y liquidada con sus respectivos intereses moratorios teniendo en cuenta el tiempo transcurrido y tomando como fecha la expresada en el contrato para la terminación del mismo o sea el 20 de julio de 1.995.

1.2 Los hechos. 

Se narra en la demanda que el Instituto Nacional de Vías  celebró con el señor Laureano Quintero Gómez el contrato de obra pública No. 1099 de octubre 7 de 1994, el cual tenía por objeto la construcción de parte de la variante de Riohacha, entre las abscisas k. 88+700 y k. 90+200, por un valor de noventa y seis millones cuatrocientos cuarenta y dos mil treinta y ocho pesos ($96´442.038.00) y un plazo pactado de ejecución de 5 meses.

Asimismo, aseguró el actor que el día 20 de febrero de 1995 se suscribió el acta de iniciación de obra y el día 10 de marzo de 1995 se suscribió un acta de suspensión debido a que la entidad contratante manifestó que no se podía continuar con la ejecución de la obra porque se presentaron inconvenientes con la licencia ambiental y con la comunidad indígena propietaria de los terrenos donde se ejecutarían las obras. 

Afirma el apoderado del demandante, en el hecho 4 de la demanda. que “EL CONTRATISTA LAUREANO QUINTERO recibió el anticipo del 50% en febrero 06 de 1995 por valor de $47.952.485, menos el 1% de retención en la fuente por valor de $479.525  menos el 5% del valor del impuesto de guerra o contribución especial por la cantidad de $2.397.624 quedando una suma neta recibida por la cantidad de $45.075.336. Recibido este anticipo el INGENIERO contratista realizó algunos movimientos tendientes a la iniciación de la obra contratada por valor de veinte ($20.000.000) millones de pesos de acuerdo a oficio enviado a la interventoría designada para la obra aprobada por la misma el 17 de febrero de 1995 ...”

Continúa el apoderado del demandante, en el hecho 5 de la demanda, afirmando que el contratista realizó una serie de gastos “posteriores a la adjudicación del contrato de su propio pecunio” y relaciona varios ítems, siendo los más significativos: parqueadero de la tubería, anticipo comisión de topografía, anticipo ingeniero residente, anticipo maestro de obra, arrendamiento de oficina, entre los de mayor valor. 

Continuó la narración de los hechos, efectuada en el libelo introductorio del proceso, enunciando que el día 7 de abril de 1999, después de 4 años de suspensión del contrato, las partes decidieron la terminación del mismo, decisión fundamentada en la desaparición del objeto contractual. Posteriormente, adujo el actor, el INVIAS convidó al contratista a que se acercara a sus oficinas con el objeto de suscribir el acta de liquidación, en la cual no sólo no se reconocían los gastos realizados por el contratista, sino que se ignoraban las ganancias que dejó de percibir con los intereses e indexación por no haberse realizado la obra contratada. 

Indicó el accionante que ante la negativa del contratista de suscribir el acta de liquidación, “el Director Regional del INVIAS procedió a la liquidación unilateral del contrato y fue así como firmó el acta número 48 de 199, la cual es declarada en firme por el propio Director mediante la Resolución 003 del 4 de febrero de 2000”. 

El accionante afirma, en el hecho 9 de la demanda, que “Contra las resoluciones anteriores una vez notificadas como quedó dicho el 15 de febrero, el contratista LAUREANO QUINTERO GOMEZ interpuso RECURSO DE  REPOSICIÓN el 21 de febrero del mismo año el cual se desató negativamente confirmando las mencionadas resoluciones” (fl  4, c1)

Indica el demandante, en el hecho 10 de la demanda, que “La entidad contratista ha procedido ilegalmente por lo cual deberá resarcir los perjuicios que ha causado al contratista por haber violado la ecuación económica del contrato”.

Finalizó el relato de los hechos de la demanda afirmando que la entidad demandada debe reconocer además de los gastos ocasionados para la ejecución del contrato, la Administración, Imprevistos y Utilidades –A.I.U.-, correspondientes a $19´180.994.

1.3  Trámite de la primera instancia. 

1.3.1 Mediante auto del 21 de noviembre de 2000, el Tribunal Contencioso Administrativo de La Guajira admitió la demanda presentada, después de que se efectuara la corrección por parte del accionante respecto del defecto formal de la demanda. (fls 74, c.1).

1.3.2 La Procuraduría 42 Judicial Administrativa de Riohacha, Guajira, solicitó, por intermedio de memorial de fecha 11 de diciembre de 2000, que se decreten y practiquen las siguientes pruebas:

“1. Se sirva OFICIAR al Director Regional del INVIAS – Guajira, para que indique al H. Tribunal, cuáles fueron las causas legales y administrativas para dar por terminado el contrato suscrito con el actor, con el fin de determinar las razones en que se fundamenta la demanda y la responsabilidad administrativa de la entidad demandada.”

“2. Y las demás pruebas que soliciten las partes y que su respetable despacho, considere pertinentes. (…)”(fl. 76, c. 1).

1.3.3 La entidad pública demandada contestó oportunamente el libelo introductorio del litigio y se opuso a las pretensiones elevadas en el mismo por considerar que “No es cierto que se haya celebrado el  contrato de obra pública 1099 del 7 de octubre de 1994, de la variante de Riohacha entre las abscisas K88 + 700 al K 90 + 200 con el señor Laureano Quintero, ya que como se aprecia en la minuta del mencionado contrato este fue suscrito por el señor Laureano Quintero, obrando en nombre y representación de la sociedad Laureano Quintero como su representante legal.”.. En este sentido, propuso la excepción de “FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA”.

Adicionalmente, el Instituto demandado propuso la excepción que denominó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN”, con fundamento en que los gastos adicionales que el contratista manifiesta que asumió con dineros de su patrimonio, no pueden ser atribuidos a los gastos del contrato por cuanto al momento de presentar la propuesta el actor tenia oficinas establecidas y allí desarrollaba actividades de ésta y no sólo lo concerniente al contrato celebrado con el INVIAS. “En cuanto a los otros gastos que presenta como de su propio peculio no aporta documento idóneo que sustente la existencia de tales erogaciones, por lo tanto no son susceptibles de reconocimiento.”  (fl. 80 - 85, c. 1)
1.3.2 Con providencia de fecha 20 de abril de 2001 (fl. 106-107, c. 1) se abrió el proceso a pruebas, en cuya virtud se decretaron las documentales aportadas y se ordenó oficiar para recaudar las solicitadas por las partes y por el Ministerio Público. 

1.3.3 El día 16 de septiembre de 2002 se realizó audiencia de conciliación que culminó sin éxito habida cuenta de que las partes no consiguieron arribar a una fórmula de arreglo (fl. 169, c.1), razón por la cual a través de auto de fecha 8 de octubre de 2002 (fl. 387, ibídem) se corrió traslado tanto a las partes para alegar de conclusión como al Ministerio Público para rendir concepto de fondo en la primera instancia. En esta ocasión se pronunciaron las partes; la Agencia Fiscal guardó silencio.
1.3.4 La parte actora intervino con el propósito de sostener que el material acreditativo que se recaudó a lo largo del proceso resultó suficiente para evidenciar que a sus pretensiones les asiste vocación de prosperidad, pues los documentos obrantes en el expediente ponen de presente que se llevó a cabo un contrato de obra que cumplió con todos los requisitos de la Ley 80 de 1993 para su perfeccionamiento y ejecución, el cual se suspendió y terminó por motivos ajenos a la voluntad del contratista, sin que se reconocieran en el acta de liquidación unilateral del contrato los costos adicionales en que incurrió aquél. Asimismo, sostuvo que la entidad pública demandada incumplió su obligación contractual al no permitirle al contratista la plena ejecución del contrato, así como el retraso para proceder a su liquidación, lo cual determinó la causación de perjuicios y la ruptura del equilibrio contractual.

De otro lado, en criterio del actor, la aludida excepción de ilegitimidad en la causa planteada por la parte demandada, corresponde a un simple error de redacción de la minuta contractual habida cuenta que el contrato efectivamente se suscribió con la persona natural y no con una sociedad, como se observa en todos los documentos contractuales, a excepción del texto del contrato (fls. 172-174, c. 1).

1.3.5 El Instituto Nacional de Vías, a su turno, expuso en sus alegatos que las pretensiones de la demanda deben ser desestimadas como quiera que el INVIAS no suscribió contrato alguno con el señor Laureano Quintero, por lo cual no estaba legitimado para formular la demanda; además, expuso la accionada que los gastos en que incurrió el contratista no se pueden cargar al contrato debido a que estos gastos son propios de los negocios generales del contratista y que éste no ejecutó cantidad alguna de obra, por tanto no puede reconocerse lo pretendido (fl. 171, c. 1).

1.4 La sentencia apelada. 

El Tribunal Administrativo de La Guajira, después de relacionar y de valorar el material probatorio allegado al proceso, declaró la ineptitud sustancial de la demanda; sustentó su decisión, en primer lugar, en que el actor no impugnó las actas de liquidación unilateral adoptadas mediante las Resoluciones 003 y 040 de 2000; destacó el a quo que, “las pretensiones debían contener forzosamente la impugnación de los mencionados actos, porque sólo con la desaparición de ellos del mundo jurídico, podía configurarse incumplimiento por parte del ente público.” 

En segundo lugar, el Tribunal de primera instancia sostuvo que de acuerdo con lo expresado en el libelo introductor del proceso podría definirse como causa del hecho generador del incumplimiento el acta de suspensión de obra suscrita el 10 de marzo de 1995, porque a partir de este momento se comenzaron a producir los perjuicios para el contratista, por consiguiente, “la acción habría caducado ya que la demanda se introdujo el 12 de mayo de 2000, mucho después de los dos años previstos en el artículo 136 del Código Contencioso administrativo”

Por último y con fundamento en los razonamientos anteriormente expuestos, el a quo consideró irrelevante el pronunciamiento sobre las excepciones propuestas por el apoderado del Instituto Nacional de Vías (fls. 420-431, c. 2).

 1.5 El recurso de apelación. 

Inconforme con la decisión referida en el acápite anterior, la parte demandante interpuso el recurso de apelación mediante escrito en el cual reiteró el recuento fáctico y buena parte de la argumentación que había llevado a cabo tanto en el escrito contentivo de la demanda como en los alegatos de conclusión presentados en la primera instancia; adicionalmente, consideró que “la Sala comete el error de dar por sentado sin estarlo, que el acto de liquidación se encontraba ejecutoriado, esto es en firme, habida consideración de que la administración contratante INVIAS, produjo la resolución 040 del 12 de abril del (sic) 2.000 desatando el recurso de reposición y confirmando la anterior.”

 Adujo el apelante que la resolución que resuelve el recurso de reposición “nunca fue conocida por el contratista LAUREANO QUINTERO, es decir, nunca fue notificada”. (fl 183, c 2).

Insistió el apelante que en la Resolución 040 de 2000, expedida por la demandada, se observa que la propia Administración mencionó que contra ella no cabía recurso alguno, negando así de plano al afectado la posibilidad de defenderse.

En criterio del impugnante, respecto de la caducidad de la acción, no resulta de recibo el argumento en virtud del cual la caducidad de la acción debe contarse a partir de la suspensión del contrato, es decir desde el 10 de marzo de 1995; ello si se tiene en cuenta que las partes suscribieron de mutuo acuerdo el acta de terminación del contrato el día 7 de abril de 1999, de tal manera que, a juicio del recurrente, no se configura la caducidad de la acción teniendo en cuenta que la demanda fue presentada el día 12 de mayo de 2000 (fls. 183 - 185, c. 2).

1.6 Trámite de la segunda instancia.

A través de providencia calendada el 18 de septiembre de 2003, el Tribunal Administrativo de La Guajira concedió el recurso de apelación (fl. 186, c. 2), mismo que fue admitido mediante auto de fecha 14 de noviembre de ese año (fl. 190, ídem); posteriormente, con proveído del 16 de abril de 2004 se corrió traslado al Ministerio Público para rendir concepto de fondo, así como a las partes para alegar de conclusión en la segunda instancia (fl. 193, ibídem), oportunidad dentro de la cual las partes y el Ministerio Público guardaron silencio.

En este estado del proceso y sin que se observe la configuración de causal alguna de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a proferir sentencia, previo lo cual efectuará las siguientes

2.
CONSIDERACIONES

Teniendo en cuenta los antecedentes descritos, en criterio de la Sala resulta necesario, con el fin de desatar el recurso de alzada interpuesto por la parte actora contra la sentencia de primera instancia proferida por el Tribunal Administrativo de La Guajira dentro del presente proceso, adelantar el estudio de los distintos temas que constituyen materia de la litis, así: 1) la competencia de la Sala para conocer del asunto; 2) el caudal probatorio obrante en el expediente; 3) El término de caducidad de la acción; 4) La Falta de legitimación en la causa por activa; 5) La improcedencia de la acción contractual que persigue la declaración autónoma del incumplimiento cuando existe un acto administrativo de liquidación unilateral del contrato; 6) Los fundamentos de derecho de las pretensiones y 7) costas.

2.1. Competencia del Consejo de Estado.

Precisa la Sala que le asiste competencia para conocer del presente proceso en segunda instancia, toda vez que la pretensión por perjuicios e indemnizaciones se estima por valor de $56´000.000,00, suma que resulta superior a la exigida para que un proceso iniciado en el año 2000 tuviera vocación de doble instancia, esto es $26´390.000,00, de conformidad con las reglas de competencia establecidas en el Decreto 597 de 1988.

2.2 El caudal probatorio obrante en el expediente. 
A continuación se relaciona el material probatorio acopiado en el plenario, cuya valoración resulta necesaria con el propósito de resolver los problemas jurídicos que se dejaron planteados precedentemente:

a. Copia autentica del contrato número 1099 de 1994 suscrito entre el Instituto Nacional de Vías y el contratista Laureano Quintero, el día 7 de octubre de 1994, en el cual pueden leerse las siguientes cláusulas: 

“CLAUSULA PRIMERA: OBJETO.- EL CONTRATISTA se obliga a ejecutar para EL INSTITUTO por el sistema de precios unitarios y en los términos que señala este contrato, de acuerdo con las especificaciones suministradas por EL INSTITUTO y bajo las condiciones estipuladas en el presente Contrato (sic) CONSTRUCCIÓN VARIANTE DE RIOHACHA, entre las abscisas K 88 + 700 al K 90 + 200. 

CLAUSULA SEGUNDA: VALOR DEL CONTRATO.- El INSITITUTO pagará al CONTRATISTA la suma de NOVENTA Y CINCO MILLONES NOVECIENTOS CUATRO MIL NOVECIENTOS SETENTA PESOS ($95.904.970,00) MONEDA CORRIENTE, resultante de multiplicar las cantidades de obras por los precios unitarios respectivos COMO SE ESPECIFICA EN EL ANEXO No. 1 DEL PRESENTE CONTRATO. (…) 

CLAUSULA CUARTA: PLAZO.- El plazo del presente contrato, será de CINCO (5) MESES, contados a partir del Acta de Iniciación, la cual deberá suscribirse dentro de los quince (15) días siguientes al cumplimiento de los requisitos previstos en la cláusula vigésima del mismo. (…) 

CLAUSULA DECIMA SEPTIMA.- El presente contrato será objeto de liquidación de conformidad con los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993, procedimiento que deberá efectuarse dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su vencimiento o a la expedición del acto administrativo que ordene su terminación o a la fecha del acuerdo que lo disponga.”(fl. 7 - 12, c.1).

b. Copia auténtica del anexo No. 1 del contrato 1099 de 1994, en el cual se definen los precios unitarios, suscrito por el Instituto Nacional de Vías y el señor Laureano Quintero. (fl. 13, c. 1).

c. Copia auténtica del recibo de consignación de los derechos de publicación en el Diario Oficial, por la suma de $272.000,00, fechado el 18 de enero de 1995 a nombre de Laureano Quintero. (fl. 14, c. 1).

d. Copia auténtica de la póliza de seguro de cumplimiento  y copia al carbón de la póliza de seguro de responsabilidad civil, distinguidas con No. U0237400, expedida por La Previsora S.A., tomador Laureano Quintero, Asegurado Instituto Nacional de Vías– Ministerio de Transporte, de fecha 19 de enero de 1995. (fl. 15 - 16, c. 1). 

e. Copia auténtica del oficio de fecha 1 de febrero de 1995, con radicación JD-049 suscrito por Robinson Rafael Pérez Ortiz, Director Regional del Distrito No. 10, documento en el cual es posible leer lo siguiente:

“Ingeniero

Laureano Quintero

E.S.M.

Riohacha

REF: Contrato No. 1099/94

Atentamente me permito informarle que en el día de hoy le han sido aceptadas las garantías previstas en la Cláusula Novena del contrato de la referencia y de acuerdo a la Cláusula Cuarta del mismo, tiene usted, cinco (5) meses calendario para ejecutarlo, contados a partir del acta de iniciación.

Como interventor del mismo he designado al Ingeniero NESTOR CALVO GUZMAN” (fls. 17, c. 1). 

f. Copia simple del documento titulado “COMPROBANTE DE PAGO (cuenta de cobro)”  DT 025/95 a favor de Laureano Quintero por valor anticipo del contrato No. 1099/94, por concepto de construcción variante Riohacha, carretera Santa Marta – Paraguachón, que da cuenta del valor del mencionado anticipo por  la suma de 47´952.485 (fls. 18, c. 1).

g. Copia auténtica del oficio fechado el 17 de febrero de 1995, firmado por el señor Laureano Quintero; en dicho documento resulta visible la siguiente información:

“Doctor 

Néstor Calvo

Interventor Obras Variante de Riohacha

(…)

Por medio del (sic) presente me permito relacionar a Ud. Los gastos originados por el contrato # 1099 de Octubre 7 de 1994, sobre la Construcción Variante de la Ciudad de Riohacha K88+700 al –K90+200, con el fin de que me autorice los cheques correspondientes a dichos gastos:

Legalización del Contrato


            $  1´500.000

Campamento y Vigilancia


                2´000.000

Arrendamiento de Maquinaria
                      

  10´500.000

Transporte de Maquinaria


                3´000.000

Compra de Materiales


                             3´000.000

TOTAL




                         $20´000.000

(fls. 19, c. 1).    

h. Copia auténtica del acta de iniciación del contrato 1099 de 1994, de fecha 20 de febrero de 1995, en el cual se puede leer lo siguiente:

“CONTRATO:
1099

CONTRATISTA: Laureano Quintero

OBJETO:
CONSTRUCCIÓN VARIANTE RIOHACHA

ABSCISAS:
K 88 + 700 – K 90 + 200

VALOR:
$96.442.038

PLAZO:

CINCO (5) MESES

En RIOHACHA a los 20 días del mes de Febrero/95 se reunieron los ingenieros LAUREANO QUINTERO (…) y NESTOR CALVO GUZMAN en representación del INSTITUTO NACIONAL DE VIAS, con el objeto de dar iniciación al contrato de referencia.” (fls. 20, c. 1).    

i. Copia auténtica del documento denominado contrato de trabajo de maquinaria, suscrito por los señores Laureano Quintero Gómez y Luis Sánchez Freyle, fechado el 20 de de febrero de 1995 (fls. 21 - 22, c. 1).   

j. Copia auténtica de recibos de caja, por diversos conceptos como anticipo obras,  arriendo oficina, hierro, anticipo de maquinaria, honorarios de ingeniero residente, conductor, secretaria. (fls.23 - 32, y 43 -49 c. 1).   

k. Copia auténtica del acta de suspensión de obra del contrato No. 1099 de 1994, suscrita por los señores Laureano Quintero en calidad de contratista y Néstor Calvo Guzmán en calidad de interventor; el texto comprende lo que sigue:

“A los 10 días del mes de marzo / 95 se reunieron los ingenieros LAUREANO QUINTERO en calidad de contratista del contrato No. 1099/94 (CONSTRUCCIÓN VARIANTE DE RIOHAHCHA K88 + 700 –K90 +200) y NESTOR A. CALVO GUZMAN, como interventor con el fin de elaborar la presente ACTA DE SUSPENSIÓN DE OBRA en razón a que la licencia ambiental se encuentra aún en proceso de trámite” (fls. 33, c. 1).   

l. Copia auténtica del oficio suscrito por el señor Néstor Calvo Guzmán, profesional especializado, código 3010 del Distrito 10 del Instituto Nacional de Vías, con radicado JD-404 y fechado 31 de julio de 1995, cuyo contenido es el siguiente:

“Señor(es)

Ing. Laureano Quintero

Riohacha

Atentamente le solicito la ampliación de las pólizas del contrato No. 1099 / 94, para la Construcción de la variante de Riohacha, las cuales vencen el 18 de septiembre de 1995 y el cual se encuentra suspendido por trámite de la licencia ambiental.” (fls. 34, c. 1). 

m. Copia auténtica del oficio suscrito por la Gerente de La Previsora S.A., de fecha 12 de septiembre de 1995; en dicho documento resulta visible la siguiente información:

“Doctor

NESTOR CALVO GUZMAN

Director E Distrito No. 10 

Instituto Nacional de Vías

Ciudad.

(...) Actualmente estos contratos (el contrato 1099/94 y otro) se encuentran suspendidos de acuerdo a los actas suscritas por las partes, igualmente estan (sic) las garantías, las cuales se les harán los traslados de vigencia una vez ustedes levanten el acta de reiniciaciación de obras y la vigilancia comenzará a partir del día en que se firme.” (fls. 35, c. 1).

n. Copia auténtica del oficio suscrito por el profesional especializado del INVIAS Néstor Calvo Guzmán, de fecha 6 de marzo de 1997, el cual a la letra dice:

“Ingeniero

Laureano Quintero

Riohacha

REF: Contrato 1099/94, Construcción Variante de Riohacha PR88+700 –PR90+200

En relación al contrato de la referencia, el cual se encuentra suspendido desde el 10 de marzo de 1994, por los motivos de los reavalúos de los predios solicitados por la comunidad indígena y la expedición de la Licencia Ambiental, atentamente le solicito a la mayor brevedad, los soportes correspondientes a los VEINTE MILLONES DE PESOS (20´000.000.00), solicitados por usted, dentro del anticipo contractual concedido por la Entidad y de acuerdo a lo estipulado en la Cláusula Sexta del citado contrato.” (fls. 36, c. 1).   

ñ. Copia auténtica del oficio suscrito por el Director Regional Guajira del Instituto Nacional de Vías, Guillermo Guerra Bermúdez, de fecha 28 de octubre de 1999; en dicho documento resulta visible la siguiente información:

“Ingeniero

Laureano Quintero

Riohacha

REF: Contrato 1099/94, para la construcción Variante de Riohacha sector K88+700 –K90+200

En atención al contrato de la referencia, comedidamente me permito invitarle para que se acerque a esta regional dentro de los 5 días siguientes contados a partir del recibo de esta comunicación, con el objeto de liquidar dicho contrato y así mismo tramitar la cancelación de la respectiva cuenta corriente.” (fls. 37, c. 1).   

o. Copia auténtica del oficio, suscrito por el Ingeniero Laureano Quintero Gómez, de fecha 1 de diciembre de 1998, en la cual se indicó:

“Doctor:

Milciades Soto Gómez

Director Regional INVIAS

La Ciudad

REF: Contrato No. 1099 de oct. 7 de 1994, Construcción variante de Riohacha sector K88+700 al K90+200

(…)

En atención a su oficio de fecha agosto 18 del presente año me permito manifestarle, que sí estoy de acuerdo con la liquidación del contrato según lo manifestado por usted en el oficio de la fecha antes mencionada, siempre y cuando se me reconozcan los gastos efectuados por mi en base al contrato No. 1099 de octubre 7 de 1994 y los perjuicios y daños causados por la no ejecución de las obras del mismo contrato en mención, daños y perjuicios imputables únicamente a la entidad contratante de acuerdo con los oficios, Acta (sic) suspensión de obras de marzo 10 de 1995, JD-404 de julio, DRG-0127 de marzo 6 de 1997, 0309 de mayo 26 de 1997, todos ajenos a la buena voluntad del contratista de ejecutar las obras.
A continuación le presento una relación detallada de los gastos ocasionados en el contrato a la vez que los daños y perjuicios ocasionados al contratista:

1. Relación de gastos ocasionados en el contrato con sus debidos soportes y de acuerdo a la solicitud presentada para el desembolso de los $20´000.000 (veinte millones de pesos M/l) iniciales según oficio sin número remitido al Doctor Néstor Calvo, de fecha febrero 17 de 1995 y que fue aprobado.

LEGALIZACIÓN DEL CONTRATO:

Pólizas                                                                                      $      495.000

Publicación Diario Oficial                                                      $      272.000

Gastos de oficina arriendos $5´299.200 x 1/3                     $   1´766.400

Gastos secretaria $118.933.50 x 5/3 (5 meses)                    $     198.222

Prestaciones secretaria (5 meses)                                        $     198.222

Servicio de Energía (46 meses x 1/3 x $10.000)                   $     154.000

 Aseo (46 meses a $10.000 x 1/2)                                          $     230.000

 Chequera                                                                               $       22.000

Fotocopias Planos                                                                  $         6.500

Conductor                                                                               $     150.000

Arriendo vehículo (gastos de transporte)                            $     600.000

CAMPAMENTO Y VIGILANCIA.

Arriendo parqueadero por 5 meses a $500.000                 $  2´500.000

ARRIENDO MAQUINARIA.

Luis Sánchez (moto niveladora, cargador, 

vibrocompactador)                                                               $  5´000.000

Ramón Henríquez Iguarán                                                     $  4´000.000

TRANSPORTE MAQUINARIA

Ciro Deluque                                                                           $  1´500.000

COMPRA DE MATERIALES.

Lorenzo Vangrieken (material base)                                   $  1´000.000

RELACIÓN DE OTROS GASTOS

1. Anticipo maestro de obra                                                 $  1´000.000

2. Anticipo y replanteo comisión topografía                      $  2´400.000

3. Gustavo quintero ingeniero residente                             $  1´500.000

4. compra de madera para formaleta
                               $     200.000

5. compra de chipa hierro de 3/8 

factura Gómez hnos                                                               $     249.000

6. 21 tubos de 1.0 mts a $87.500                                         $  1´837.500

(…)

7. costos parqueo tubería desde agosto inclusive del año 1995 hasta septiembre de 1998      

(…)(con índice de inflación)
                                       $  9´985.333,81

8. Por ganancia o utilidad dejada de percibir, 

DAÑO EMERGENTE (con índice de inflación)                 $   7´222.456,6 

SUMA TOTAL GASTOS Y DEUDAS

            $    42´987.533   

TOTAL GASTOS, DEUDAS, DAÑOS Y PERJUICIOS             $    42´987.533

Menos anticipo recibido


            $    20´000.000

Total deuda del Instituto Nacional de Vías al 

Ingeniero Laureano Quintero Gómez

            $    22´987.533

Menos anticipo consignado en el banco
            $    25´000.000

Total después de deducir anticipo en banco 

y a favor de INVIAS



            $    2´012.467

Son: dos millones docemil (sic) cuatrocientos sesenta y siete pesos M/l “ (fls. 38-42, c. 1).   

p. Copia auténtica del oficio suscrito por el Director Regional del Instituto Nacional de Vías,  con radicado DRG-0099, de fecha 25 de febrero de 1999, documento del cual se transcribe lo siguiente:

“Ingeniero

LAUREANO QUINTERO GÓMEZ

Riohacha

REF: Contrato 1099/94, Construcción Variante de Riohacha sector K88+700 alK90+200

Con el propósito de finiquitar lo relacionado con el asunto de la referencia, muy comedidamente le invito para que se acerque a nuestra Regional.” (fls. 50, c. 1).   

q. Copia auténtica del acta de terminación por mutuo acuerdo del contrato número 1099 de 1994, suscrita por el Director Regional del Instituto Nacional de Vías y por el señor Laureano Quintero Gómez, de fecha 7 de abril de 1999, con el siguiente tenor:

“(…) en razón a que anteriormente celebramos el contrato principal No. 1099 de 1994, y el acta de suspensión de fecha 10 de marzo de 1995, y teniendo en cuenta que por motivos ajenos a la voluntad de las partes desaparecieron los motivos del objeto contratado, manifestamos nuestra voluntad de dar por terminado el contrato No. 1099 de 1994, a partir de la fecha de suscripción de la presente acta. La presente terminación no implica la renuncia a ningún derecho a favor de las partes contratantes. Suscrita la presente acta se procederá a la cancelación de la cuenta No. 758-04348-3 abierta en el banco Ganadero sucursal Riohacha, a nombre del contrato No. 1099 de 1994 manejada en forma conjunta por el interventor y el contratista, y a la liquidación del contrato No. 1099 de 1994, de conformidad con lo establecido en las normas legales y contractuales que la rigen artículo 60 de la 80 de 1993. Previo a dicho acto EL CONTRATISTA deberá presentar el inventario de las obras y trabajos ejecutados de acuerdo con el objeto del contrato, el cual deberá estar aprobado por la interventoría.” (fls. 103, c. 1).

r. Copia auténtica del oficio suscrito por el Director Regional del Instituto Nacional de Vías, de fecha 4 de febrero de 2000, comunicación en la cual aparece claramente:

“Ingeniero

LAUREANO QUINTERO

Riohacha

REF: Contrato 1099de 1994, Variante de Riohacha 

En atención al contrato de la referencia, comedidamente me permito invitarle para que se acerque a esta regional dentro de los 5 días siguientes contados a partir del recibo de esta comunicación, con el objeto de notificarse de la Resolución de Liquidación Unilateral No. 003 del 4 de febrero de 2000.” (fls. 52, c. 1).   

s. Copia auténtica de la Resolución 003 de febrero 4 de 2000, expedida por el Director Regional de La Guajira del Instituto Nacional de Vías, la cual tiene por objeto declarar en firme el acta de liquidación del contrato 1099 de 1994, documento del cual se transcribe lo siguiente:

“RESUELVE

ARTÍCULO PRIMERO: declarar en firme el Acta de Liquidación del contrato No. 1099/94.

MINISTERIO DE TRANSPORTE 

INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS

ACTA DE LIQUIDACIÓN FINAL No. 48 DE 1.999

Riohacha

Con el fin de liquidar el contrato 1099 de 1994, celebrada (sic) entre el INSITUTO NACIONAL DE VÍAS – RGUA y LAUREANO QUINTERO con c.c. 17.101.691, el Director Regional Guajira del INV. En representación del INSTITUTO, quien actúa en virtud de la Resolución No. 2233 de 2.000 y del Art. 6º de la Resolución 6492 del 9 de diciembre de 1.998, y el Contratista suscriben la presente Acta.

OBJETO DEL CONTRATO

Construcción variante Riohacha. Abscisas K 88+700 al k90+200.

FECHA ORDEN DE INICIACIÓN:    20 de febrero de 1.995

FECHA DE VCMNTO DEL CONTRATO: 20 de julio de 1.995

FECHA DE SUSPENSIÓN
               10 de marzo de 1.995

FECHA DE TERMINACIÓN POR 

MUTUO ACUERDO                           07 de marzo de 1.999

VALOR TOTAL DEL CONTRATO Y SUS ADICIONALES INCL. IVA.

Contrato principal No. 1099-94 
               $96.442.038.oo

VALOR TOTAL DEL CONTRATO
               $96.442.038.oo

VALOR EJECUTADO POR EL CONTRATISTA $ 1.576.932.oo

El valor ejecutado se toma de conformidad con el anexo (aclaración) que del Memorando de fecha 23 de marzo de 1.999, hace el Ingeniero Néstor A. Calvo Guzmán, Interventor del Contrato.

VALOR PAGADO AL CONTRATISTA

De conformidad con el comprobante de pago No. 240 del 6 de febrero de 1.995, tramitado por el pagador del Distrito de Obras Públicas No. 10 – Guajira, al contratista se le canceló la suma de $47.952.485.00, discriminados así:

Por anticipo




         $47.952.485.oo

VALOR TOTAL PAGADO

 
         $47.952.485.oo

ANTICIPO

Anticipo concedido



         $47.952.485.oo

Anticipo amortizado 

(por contr. Especial y Retefuente)

         $  2.877.149.oo

Anticipo amortizado por obra ejecutada                 $  1.576.932.oo

Anticipo por amortizar


                       $43.498.404.oo

BALANCE GENERAL DEL CONTRATO

Valor ejecutado por el 

Contratista                               $. 1.576.932.oo

Valor pagado por anticipo                                         $47.952.484.oo

Anticipo amort, 

por contr. Esp + retef.              $  2.877.149.oo

Anticipo por amortizar            $43.498.404.oo

SUMAS IGUALES                       $47.952.484.oo             $47.952.484.oo 

Saldo a favor del 

INSTITUTO NACIONAL DE VIAS                                      $43.498.404.oo

NOTA ACLARATORIA:

El contratista se compromete a cancelar la cuenta No. 758.04348-3 del Banco Ganadero, sucursal Riohacha a nombre del contrato No. 1099 de 1.994, manejada de manera conjunta con el Interventor, y a realizar el reembolso al INSTITUTO NACIONAL DE VIAS por la suma de $43.498.404.oo, dineros que serán transferidos a la Tesorería General de la Nación.

Para realizar la presente Acta de Liquidación se aportaron los siguientes documentos:

·  Memorando de fecha 23 de marzo de 1.999, con su aclaración, suscritos por el Ingeniero Néstor A. Calvo Guzmán, Interventor del contrato.

· Comprobante de pago No. 240 del 6 de febrero de 1.995, tramitado por el pagador del Distrito de Obras Públicas No. 10 Riohacha.

· Oficio No. DRG-0127 del 6 de marzo de 1.997, suscrito por el interventor del contrato.

ACTA DE TERMINACIÓN POR MUTUO ACUERDO del contrato No. 1099 de 1.999, suscrita por el Director Regional Guajira y Laureano Quintero Gómez, Contratista.” (fls. 53 - 55, c. 1). 

t. Anotación realizada por el señor Laureano Quintero al momento de la notificación personal de la resolución 003 del 4 de febrero de 2000, efectuada el día 15 de febrero del mismo año:

“Nota: No estoy de acuerdo con la presente liquidación, por que no me reconocen todos los gastos causados por mí, ni los daños y perjuicios que se originaron por la no construcción de la obra” (fls. 55, c. 1).   

u. Original del recurso de reposición interpuesto por el apoderado del señor Laureano Quintero Gómez, contra la Resolución 003 de febrero 4 de 2000, expedida por el Director Regional de La Guajira del Instituto Nacional de Vías, en el cual solicita se revoque la resolución mencionada (fls. 56 - 59, c. 1).   

v. Copia auténtica de la Resolución 040 de abril 12 de 2000, expedida por el Director Regional de La Guajira del Instituto Nacional de Vías, la cual tiene como objeto resolver el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución 003 de febrero de 2000, en la cual se indica:

“(…) Como se expresa en la liquidación; al contratista le fue entregado a título de anticipo la suma de CUARENTA Y SIETE MILLONES NOVECIENTOS CINCUENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS OCHENTA Y CINCO PESOS ($47.952.485,00) de lo cual solo se ejecutaron obras por valor de UN MILLÓN QUINIENTOS SETENTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS TREINTA Y DOS PESOS ($1.576.932,00) según informe de la interventoría, además de adicionarse a este valor la suma de DOS MILLONES OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL CIENTO CUARENTA Y NUEVE PESOS ($2.877.149,00) correspondiente al impuesto de retención en la fuente y contribuciones especial (sic) hechas al anticipo consignado, quedando a favor de la entidad contratante la suma de CUARENTA Y TRES MILLONES CUATROCIENTOS NOVENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS CUATRO PESOS ($43.498.404,00) atendiendo a que las obras contratadas no fueron ejecutadas de acuerdo con la interventoría, razones estas suficientes, y sin más consideraciones para no reponer la decisión administrativa recurrida.

En merito de lo expuesto 

RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: Confirmar en todas sus partes la Resolución No. 003 del 4 de febrero de 2000 de conformidad con las razones que vienen expuestas.

ARTICULO SEGUNDO Contra esta providencia no procede recurso alguno”. (fls. 60, c. 1).   

No se acredita en el documento la constancia de su notificación.

w. Copia simple del informe de interventoría del contrato 1099-94, el cual a la letra dice:

“Durante el periodo comprendido entre febrero 20 y marzo 10 de 1995, que corresponde a las fechas del acta de inicio y suspensión respectivamente, NO SE ALCANZO A EJECUTAR POR PARTE DEL CONTRATISTA NINGUNA UNIDAD DE OBRA. 

El contratista, dentro del Item Suministro e Instalación de Tuberías de Concreto Diam. 90 cm. Elaboró 21 metros lineal de tubería y cuyo costo directo de acuerdo a análisis de precios unitarios presentado en la propuesta es de $75.092.00/ml, para un costo básico de $1.576.932.00. La verificación una vez más de esta tubería, así como la existencia de material triturado, chipa de hierro y formaletería para construcción de obras de drenaje, se llevó a cabo con la Dra. KARINA VENCE PELAEZ abogada de La Regional.

Así mismo, se deja constancia, que en el periodo referido, el Contratista No COLOCO en el sitio de las obras a ejecutar, ningún tipo de maquinaria pesada, ni personal calificado como Ingeniero Residente, comisión de Topografía e Inspector. Tampoco existe documentación, en la cual el contratista haya solicitado los puntos Topográficos, como Coordenadas Cotas a la interventoría que permitieran al Constructor localizar adecuadamente el proyecto sobre el terreno.” (fls. 114-115, c. 1).   

La Sala valorará, como lo ha realizado en otras oportunidades, el documento aportado por el Instituto Nacional de Vías por las siguientes razones
: i) porque es un documento cuyo original se encuentra en los archivos del Instituto Nacional de Vías; ii) fue aportado por el propio Instituto Nacional de Vías, y iii) se trata de una prueba que ha obrado a lo largo del proceso, aportada de buena fe y ha surtido las etapas de contradicción.

x. Dictamen pericial rendido por los peritos Francisco Márquez Deluque y Edgard Robles Toncel, designados por el Tribunal Administrativo a quo, con el propósito de que determinaran el costo del almacenamiento de la tubería y cuantificar el valor de la indemnización correspondiente. Las siguientes son las principales conclusiones consignadas en el dictamen pericial:

“1. DICTAMEN: 

Visitamos el Parqueadero de nombre EL TANQUE, ubicado en Riohacha en la carrera 6 con calle 13 (Esquina); se constató y cuantificó los 21 Tubos de concreto reforzado de longitud 1 metro y diámetro interior 90 centímetros, que se encuentran distribuidos en el interior del lote, además una chipa de hierro de 3/8.

ANALISIS:

Se calculará el costo del parqueo de los 21 Tubos o sea 30 días por mes y se ampliará el valor mensual según lo Índices de Inflación del Banco de la República. Hemos estimado el precio del parqueo diario de cada tubo $430.00 para el año 1.998. (…)

COSTO PARQUEO TUBERÍA (oct.06/1998- oct.30/2001)=   $11.455.000.00.” (fls. 143-152, c. 1).   

2.  DICTAMEN

…..

TOTAL DAÑO EMERGENTE Y LUCRO CESANTE…..  $50.556.050


2.3. El Término de caducidad de la acción contractual.

Para la Sala resulta necesario referirse a la caducidad de la acción, según la encontró acreditada el Tribunal a quo en la sentencia de primera instancia, a pesar de que finalmente desestimó las pretensiones por ineptitud formal de la demanda, de conformidad con los siguientes términos:


“(…) Pero podría pensare que no es el acto de liquidación unilateral de la administración el hecho generador del incumplimiento, para salvar así su no inclusión en el petitum. Tendría que tomarse entonces como causa de aquél, el acta de suspensión de obra suscrita por las partes el diez (10) de marzo de mil novecientos noventa y cinco (1.995), porque es a partir de este momento en que, según el escrito introductorio, se comenzaron a producir los perjuicios para el contratista. En el evento descrito, la acción habría caducado, ya que la demanda se introdujo el doce (12) de mayo de dos mil (2.000), mucho después de los dos años previstos en el artículo 136 del código contencioso administrativo.” (fls. 175-179, c. 2).   

Según el numeral 10 del artículo 136 del C.C.A., modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998
, norma que resulta aplicable al presente asunto, la acción contractual caduca al vencimiento del término de dos años contados a partir de la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirvan de fundamento. Para los contratos respecto de los cuales se impone el trámite adicional de liquidación y ésta es efectuada unilateralmente por la Administración, el plazo para accionar judicialmente comenzará a contarse a partir de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe. Si la Administración no lo liquida dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes, o del que establece la ley, se podrá acudir a la jurisdicción dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar.

En el caso sub iudice, resulta menester aclarar que las pruebas obrantes en el encuadernamiento dan cuenta de la existencia del contrato de obra 1099 de 1994 celebrado entre el Instituto Nacional de Vías y el señor Laureano Quintero Gómez, contrato de aquellos que se clasifican como de tracto sucesivo, es decir cuyo cumplimiento se prolonga en el tiempo. Ahora bien, según lo dispuesto por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, los contratos de tracto sucesivo serán objeto de liquidación, ya sea de mutuo acuerdo por las partes contratantes dentro del término fijado en el contrato
, a más tardar dentro de los cuatro meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga, o bien de manera unilateral por la Administración.  

En el presente caso, el contrato 1099 de 1994 fue terminado por mutuo acuerdo por acta de 7 de abril de 1999, con lo cual el plazo contractual para liquidar, venció en cuatro (4) meses, el siete (7) de agosto de 1999.  No obstante, se anota que  el Instituto Nacional de Vías liquidó el contrato de manera unilateral mediante la Resolución 003 del 4 de febrero de 2000, que fue objeto de recurso de reposición por el contratista, y se  confirmó por la Administración,  mediante la Resolución 040 del 12 de abril de 2000, de suerte que el término de caducidad de la acción empezó a correr a partir de la ejecutoria de este acto. La notificación de esta última Resolución no se probó en el proceso, pero en la demanda presentada el 12 de mayo de 2000, el accionante refiere su conocimiento a que el Instituto Nacional de Vías desató negativamente el recurso de reposición. 

Ahora bien, en el hipotético caso planteado por el Tribunal de primera instancia en el cual no se hubieran observado los actos administrativos que adoptaron la liquidación unilateral, tampoco operaría la caducidad de la acción, toda vez que el término de dos años debería entonces contabilizarse a partir del vencimiento del plazo para liquidar, de conformidad con lo dispuesto en la letra d) del numeral 10 del artículo 136 del C.C.A., en los términos en que fue modificado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998.

Así las cosas, se tiene entonces que en esa hipótesis la acción impetrada en el presente proceso también se ejerció oportunamente, dado que la demanda se formuló el día 12 de mayo de 2000 y la caducidad de la acción, contada a partir del acta de terminación del contrato, operaría a partir del día 7 de agosto de 2001, dos años después del vencimiento del plazo contractual para liquidar, esto es el 7 de agosto de 1999
, lo cual impone concluir que, aún es ésta hipótesis, la presentación de la demanda ocurrió dentro del término legal.

2.4 Falta de legitimación por activa.

Según se indicó anteriormente, el Instituto Nacional de Vías propuso como excepción la falta de legitimación en causa por activa. Fundamentó la excepción “teniendo en cuenta que el contrato 1099 de 1994 fue suscrito por el señor Laureano Quintero, obrando en nombre y representación de la persona jurídica sociedad Laureano Quintero, como su representante legal”. 

Sobre el particular, el demandante argumenta, en su alegato de conclusión que “…si bien es cierto lo de LAURENO QUINTERO GOMEZ LIMITADA en el texto del contrato, esto no va más allá de un simple error de redacción que no fue tenida en cuenta al utilizarse el formulario contractual (pro forma) que mantiene la empresa para llenar cada vez que tienen la posibilidad de la celebración de un contrato de esa naturaleza” (Fl 173, c1).

El Tribunal Contencioso Administrativo de la Guajira, no se pronunció sobre la excepción mencionada, habida cuenta que para su decisión resultaba irrelevante, dado que para ese Despacho prosperó la ineptitud sustancial de la demanda, por la falta de impugnación de los actos de liquidación unilateral del contrato. 

No obstante, para La Sala es importante considerar la excepción invocada por el Instituto Nacional de Vías, en orden a aclarar si el demandante obró legitimado para impetrar la acción de incumplimiento contractual como persona natural, frente al tenor literal del Contrato Estatal, donde se hizo alusión, en una de sus partes, a una sociedad y por lo tanto a un contratista persona jurídica.

Lo anterior, teniendo en cuenta que el escrito constituye una solemnidad del Contrato Estatal, conforme dispone la Ley 80 de 1993, a saber:

 “ARTÍCULO  41. Del Perfeccionamiento del Contrato. Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a escrito.”
Para el análisis de la legitimación de la parte activa es pertinente seguir las reglas de interpretación previstas en el artículo 1622 del Código Civil, que dispone:

“ARTÍCULO 1622. Las cláusulas de un contrato se interpretarán unas por otras, dándosele a cada una el sentido que mejor convenga al contrato en su totalidad.

Podrán también interpretarse por las de otro contrato entre las mismas partes y sobre la misma materia.

O por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas ambas partes, o una de las partes con aprobación de la otra parte.”
En este orden de ideas, con el fin de definir la legitimación de la parte actora de acuerdo con la norma citada, se debe evaluar el contenido literal de todo el contrato, las cláusulas de otro contrato entre las mismas partes, -que no es el caso- y la aplicación práctica de las cláusulas que hayan hecho las partes.

2.4.1. Interpretación de las cláusulas del Contrato Estatal de acuerdo con  el  contenido literal del mismo.

Con el fin de identificar el Contratista legitimado para impetrar la demanda, se tienen en cuenta los siguientes textos del Contrato 1099 de octubre 7 de 1994: 

i) En el título del Contrato se identifican los datos, así:

“CARRETERA: SANTA MARTA PARAGUACHON

OBJETO: CONSTRUCCION VARIANTE DE RIOHACHA

ABCISAS: k 88 + 700 AL K 90 + 200

VALOR: INCLUYENDO EL IVA NOVENTA Y SEIS MILLONES CUATROCIENTOS  CUARENTA Y DOS MIL TREINTA Y OCHO  PESOS ($96.442.038,00)

PLAZO: CINCO (5) MESES

CONTRATISTA:  LAUREANO QUINTERO”  ( Fl 7,  c1. La negrilla no es del texto). 

ii) Al inicio del contrato,  en la descripción de las partes,  se lee:

“…entre los suscritos…. INSTITUTO NACIONAL DE VIAS INV… y por la otra LAUREANO QUINTERO, con cedula de ciudadan´ a  (sic) numero 17101691 expedida en BOGOTA, obrando en nombre y representación de (la sociedad)   LAUREANO QUINTERO, con NIT     No    en su calidad de representante legal, según consta en el certificado de existencia y representación,  anexo,  sociedad inscrita y calificada en el Registro de Constructores del Instituto Nacional de Vías, I.N.V., que para efectos del contrato se denominar  (sic): el CONTRATISTA,…” ( fl 7, c 1. Los espacios en blanco y los errores de forma son del texto original. La negrilla no es del texto) 

Se observa que no hubo en el contrato una identificación de “la sociedad”, ni de la forma societaria, ni de su NIT. 

iii) En la CLAUSULA DECIMA NOVENA: DOCUMENTOS DEL CONTRATO, se lee:

“Los documentos que se citan a continuación determinan, regulan, complementan, y adicionan las condiciones del presente Contrato: 1). Los documentos de inscripción y calificación del CONTRATISTA. 2) Las especificaciones generales de la construcción del Instituto Nacional de Vías. 3) El Contrato que se suscriba para la obtención de las garant´a (sic) exigida. 4) La propuesta del CONTRATISTA. 5) Registro presupuestal de fondos expedido por la División de Presupuesto del INSTITUTO. 6) Certificado de existencia y representación legal.” (fl 12, c1. Los errores de forma son del texto original) 

De los citados documentos del Contrato Estatal sólo se allegó al presente proceso la copia autenticada de la póliza de seguro que corresponde a la garantía referida en el numeral 3 de la citada cláusula, en la cual se lee: 

“SEGURO CUMPLIMIENTO 



Póliza 237400

Tomador

LAUREANO QUINTERO GOMEZ (REP.LEGAL LAUREANO QUINTERO)     Nit o CC. No. 17.101.691”   (la negrilla no es del texto)

iv) En la firma del Contrato 1099 de 1994, se lee

“POR EL CONTRATISTA







NIT

REPRESENTANTE LEGAL

LAUREANO QUINTERO  (firmado)







C.C. 17101691”

Nuevamente se observa que no hay en el texto nombre o NIT de “la sociedad” y que tanto el nombre como la identificación de EL CONTRATISTA corresponden al señor Laureano Quintero, en su condición de persona natural, mismo que aparece firmando y se  identifica con su nombre de pila como CONTRATISTA, junto a su firma, en lo que coincide con el título del contrato, como ya se estableció.

Así las cosas, la Sala concluye que en el Contrato Estatal 1099 de 7 de octubre de 1999 hubo una incongruencia en su tenor literal, en cuanto que el contratista fue identificado, en varias partes, por su nombre como persona natural y su cédula, pero en otra parte, el contrato se refirió a la parte contratista como “la sociedad”, aunque no la identificó con una denominación o razón social, ni con su forma societaria, ni con su número de identificación tributaria (NIT), o cualquier otro dato que pudiera llevar a concluir sobre la identificación de una persona jurídica.  

De acuerdo con el artículo 1622 del Código Civil, esa incongruencia en la identificación del contratista dentro del tenor literal del Contrato Estatal 1099, se salva con la interpretación sistemática del mismo, realizada con base en la revisión de su texto completo, especialmente por cuanto se encuentra la identificación del contratista junto a su firma y por su identificación en la póliza de seguro otorgada como garantía, documento específicamente invocado en el contrato como complemento del mismo.

2.4.2. La interpretación del contrato 1099 con base en la aplicación práctica de las cláusulas que realizaron las partes

Por otra parte, en este caso es pertinente acudir a la regla de interpretación citada en el tercer inciso del artículo 1622 del Código Civil, ya enunciado, que dispone: 

“O por la aplicación práctica que hayan hecho de ellas ambas partes, o una de las partes con aprobación de la otra parte.”)
Se advierte que toda la correspondencia allegada al expediente y los actos del Instituto Nacional de Vías, así como el Acta de Iniciación (fl 20 c 1), el Acta de Liquidación Final, y la Resolución que la declara en firme, (fl 35 c 1) se refieren a la persona natural del señor LAUREANO QUINTERO, con su nombre y su cédula, como CONTRATISTA y no mencionan en parte alguna una sociedad. 

En consecuencia, se concluye también por esta vía de interpretación que el contratista fue el señor LAUREANO QUINTERO y que no procede entonces admitir la alegada falta de legitimación en la parte activa.

2.5 Improcedencia de la acción contractual que persigue la declaración autónoma del incumplimiento cuando existe un acto administrativo de liquidación unilateral del contrato

Para la Sala la sentencia apelada debe ser confirmada, por cuanto tal como acertadamente lo concluyó el Tribunal Administrativo de La Guajira, al declarar la ineptitud sustancial de la demanda, las pretensiones debían contener forzosamente la impugnación de los actos administrativos por cuya virtud se definió la liquidación unilateral del contrato.


En efecto, no le es viable al contratista invocar el incumplimiento del contrato como pretensión autónoma cuando la entidad pública contratante ha liquidado unilateralmente el negocio jurídico. Una vez la entidad pública contratante liquida de forma unilateral el contrato, según lo definido por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, resulta necesario buscar la anulación del acto administrativo de liquidación, so pena de que la acción devenga improcedente por ineptitud formal de la misma.

Al respecto, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ha señalado que una vez liquidado unilateralmente el contrato, sólo es viable su controversia a través de la solicitud de nulidad de los actos administrativos que la hubieran adoptado. En ese sentido, esta Sección ha puntualizado: 

“(…) una vez media el acto de liquidación unilateral la única forma de controvertir aspectos relacionados con la celebración o ejecución del contrato estatal es mediante el levantamiento del velo de legalidad de que goza el acto administrativo que contiene la misma, circunstancia que torna exigente, como lo ha señalado esta Corporación, la formulación de la causa petendi y el fundamento jurídico de la responsabilidad, pues será requisito sine qua non deprecar la declaratoria de ilegalidad total o parcial del acto que contiene la liquidación así como la indicación y el desarrollo del concepto de la violación en el que se apoya la censura respectiva.
”

Con igual fundamento, en anterior providencia la Sala ya había sostenido
:
“Se hace el recuento precedente para entender el sentido de los siguientes hitos jurisprudenciales ya reiterados:

a) Ordinariamente los contratos de obra pública y de suministro deberán liquidarse a su terminación normal o anormal, para definir quién debe a quién y cuánto.

b) Si las partes liquidan de común acuerdo y el acta se suscribe sin salvedades, en principio, no podrá impugnarse jurisdiccionalmente, salvo que haya habido un vicio en el consentimiento de una de las partes que intervino en el convenio.

c) Si el acta se suscribe con salvedades, el debate jurisdiccional será posible, pero sólo en lo que fue materia de desacuerdo. En este evento, no habrá que pedir la nulidad del acta respectiva. Se entiende sí que en lo que no hubo desacuerdo el acta permanecerá intangible.

d) Pero puede suceder que el contratista no comparezca a la liquidación o se niegue a suscribir el acta por tener objeciones en cuanto a su contenido. Aquí, la administración tendrá que liquidar el contrato mediante resolución motivada, o sea por acto administrativo. En esta hipótesis, como la lesión al contratista la produce dicho acto, para efectos del resarcimiento deberá pedirse expresamente su nulidad; petición que no convierte esta acción en una de restablecimiento, porque su índole estrictamente contractual no se pierde con la existencia de la aludida resolución.”

Por lo tanto, en el caso sub examine, aunque la parte actora solicitó que se declare el incumplimiento del contrato, lo cierto es que ante la existencia del acto administrativo de liquidación unilateral, era necesario que se demandara –reitera la Sala– la nulidad de dichos actos administrativos; caso contrario, la acción resulta improcedente por ineptitud formal.

En este orden de ideas, debe entenderse que el actor debió solicitar –y naturalmente probar- la nulidad de los actos administrativos a través de los cuales se adoptó la liquidación del contrato, en tanto que no resulta posible discutir el incumplimiento del contrato de forma autónoma cuando existe de por medio un acto administrativo que previamente ha decidido la liquidación unilateral del aludido vínculo obligacional.

No es un asunto meramente formal que la Jurisprudencia y la doctrina adviertan al contratista que demanda la reparación del perjuicio derivado de un contrato ya liquidado, el deber de invocar en la demanda misma la nulidad del acto de liquidación y el de sustentar la causa de tal nulidad. En el punto siguiente de esta sentencia se especificará en detalle el fundamento conceptual de esta Jurisprudencia, pero no sobra pronunciarse sobre el acervo probatorio evaluado, para corroborar la importancia de esta posición en la administración de justicia sobre el Contrato 1099 cuyo incumplimiento se demandó. Sucede en este caso que en la liquidación del contrato se generó un saldo a favor de la Administración por valor de $43’498.404 suma que, según el acta, debía reembolsar el contratista por concepto de anticipo por amortizar. Como el contratista demandante enfocó su acción a exigir en forma autónoma un perjuicio por la terminación del contrato, obtuvo un dictamen pericial del perjuicio, -al que la Sala se refiere para este propósito sin entrar a especificar las falencias probatorias advertidas en los recibos de caja utilizados como fuentes documentales del cálculo- en la suma de $50´556.050, dictamen en el que los peritos de acuerdo con el cuestionario que se les impone dentro del marco procesal, no incluyen el análisis de las cifras del acta de la liquidación y el efecto financiero del anticipo no invertido en obra, del que gozó el contratista. De esta manera, si el Tribunal estimara apta la demanda presentada sobre el incumplimiento contractual sin incluir el acto de liquidación del contrato, y diera curso a una decisión, tendría que limitarse a la causa petendi planteada por el accionante, caso en el cual escindiría la realidad financiera del contrato de obra cuya controversia evalúa y llegaría a administrar justicia prevaleciendo la pretensión del accionante, que con su acción, limitaría al Juzgador para conocer y pronunciarse sobre la situación contractual en forma integral. Por ello, no debe permitirse la autonomía de la acción contractual de incumplimiento cuando existe un acto administrativo de liquidación unilateral del contrato.
 Sobre el análisis de las pruebas incorporadas al proceso se confirma claramente cómo la pretensión incompleta del accionante encasilla la acción del Tribunal y por ende viola el derecho de defensa de la Administración demandada. Así las cosas, para la Sala resulta totalmente pertinente declarar la ineptitud de la demanda, como lo hizo el Tribunal.

2. 6 Los fundamentos de derecho de las pretensiones.

De conformidad con el numeral 4 del artículo 37 del C.C.A., resultaba imperativa adicionalmente la necesidad de citar por parte del demandante en su escrito de demanda las normas que consideraba violadas, así como el concepto de su violación, en consideración a que debieron impugnarse los actos administrativos contentivos de la liquidación del contrato.

Respecto de la necesidad de indicar las normas violadas y concretar el concepto de la violación, la doctrina ha expresado lo siguiente:

“[en] el actual código administrativo (adoptado mediante el dec. 01 de 1984), (…) empezó a distinguirse la fundamentación jurídica en función de la clase de acción intentada; o sea, en las de impugnación o de reclamación. Esto se desprende del nl. 4 del art. 137 del c.c.a., que a la letra dice:

“Contenido de la demanda. Toda demanda ante la jurisdicción administrativa deberá dirigirse al tribunal competente y contendrá:

“[…]

“4) Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su violación”. (negrillas fuera del texto)

“Como se infiere de esta norma, de ella se extraen las dos perspectivas mencionadas y esa fue la intención del legislador. En primer término, hace la apertura hacia el postulado iura novit curia de aplicación general para todas las acciones contencioso administrativas de reclamación; y en segundo, la regla de justicia rogada para las dos impugnaciones de actos administrativos; con la obligatoriedad para éstas de la cita de las normas infringidas y del concepto de violación, como presupuesto condicionante de la competencia funcional del juzgador.

“(…)

“(…) hoy sigue vigente la exigencia de la cita de la normatividad que se estima infringida, con el concepto de violación correspondiente, como requisito de toda demanda en la cual esté involucrado un acto administrativo cuya nulidad se pretende, sea de carácter general o particular; ya que el actor, so pena del rechazo de la misma, deberá someterse al formalismo de la ley, lo que en el fondo se traducirá en un fallo de “legalidad restringida”, circunscrito a lo que el actor voluntariamente enunció en su demanda. Se habla de “legalidad restringida”, concepto no querido por el legislador, y que no armoniza con la filosofía que debe orientar en un Estado de Derecho el ejercicio de las acciones públicas; en las que se busca primordialmente el mantenimiento del orden jurídico abstracto y no la satisfacción de intereses particulares.

“(…)

“Con todo, se observa que el rigor que se da frente a las acciones que giran en torno a los actos administrativos se quiebra en el actual código en relación con las demandas propias de las acciones de reclamación, puesto que en éstas el requisito “fundamentación jurídica” se cumplirá simplemente “indicando los fundamentos de derecho de las pretensiones”, sin ningún formalismo especial.

“En otras palabras, en estas acciones, vgr. las de reparación directa, algunas contractuales, las de repetición y las de rango constitucional (tutela, cumplimiento, populares, de grupo, desinvestidura de Congresistas), como señala la doctrina, ese requisito no difiere del exigido en el código de procedimiento civil para las controversias que se siguen ante la justicia ordinaria (art. 75 ord. 7 del c. de p. c.); en el cual, tal como sucede con el enunciado inicial del nl. 4 del art. 137 del c.c.a., (los fundamentos de derecho de las pretensiones), ha dicho que basta que el actor haga la explicación de sus razones jurídicas, con cierta libertad, apoyado en citas de la doctrina o de la jurisprudencia, en el enunciado simple de la ley, o en conceptos de juristas especializados, etc. para que se tenga como satisfecho dicho requisito.

“Aunque parezca un poco exagerado, en la fundamentación jurídica de estas demandas, como las que se ventilan ante la jurisdicción civil, tiene mayor importancia la formulación misma de los hechos que hace el actor, que la normatividad que quiere éste que se le aplique. Porque en estas acciones el juez aplicará el derecho en función de los hechos debidamente probados que lo permiten. Al fin de cuentas, aquí juega el principio iura novit curia, según el cual el juez conoce la ley vigente y deberá aplicarla así no haya sido invocada por la parte demandante en el libelo. Por eso se entiende también que en estas mismas acciones el juez maneje, implícitamente, el postulado: “Dadme los hechos que yo os daré el derecho”. Frente a estas demandas de reclamación, la cosa juzgada, como se verá luego, también es similar a la que se da frente a las sentencias de la justicia ordinaria.”

La jurisprudencia de la Sala se ha referido al tema en los términos que in extesum se transcriben a continuación, dada la pertinencia de incluir el concepto de violación en los casos en que se requiere demandar la nulidad de los actos:

“I. La acción intentada.- Es claro que la acción que se ejerció con los propósitos definidos en las pretensiones es de naturaleza contractual, es decir, de aquellos que consagra el art. 87 del C.C.A.; se constata, igualmente, que, en la demanda, se acumularon dos clases de pretensiones, perfectamente acumulables, a saber: Las dos primeras tendientes a dejar sin validez las resoluciones 17422/91 y 3017/92, expedidas por el Director del Departamento Administrativo de Aeronáutica Civil, por cuya virtud se declaró el incumplimiento del contrato No. 7189 que tenía celebrado con la Sociedad demandante, se ordenó su liquidación y se dispuso hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria (pretensión primera) y a que se declarase que la actora no estaba en la obligación de hacer pago alguno en razón de dicha cláusula o a que se ordenase la devolución de cuanto hubiere pagado por ese concepto (pretensión segunda).

“Las dos siguientes persiguen que se declare la responsabilidad del Fondo Aeronáutico Nacional en cuanto, al no contar con las obras preliminares necesarias, el contratista debió prolongar la ejecución de la obra en 9.1/2 meses (pretensión tercera), circunstancia que supuso sobrecostos que está reclamando en la demanda (pretensión cuarta).

“Es importante precisar los dos bloques de pretensiones por cuanto obedecen a causas distintas: las dos primeras se originan en un acto administrativo unilateral de naturaleza contractual mientras que las dos últimas tienen su fuente en hechos que la demandante imputa al demandado.

“Ese motivo-en cuanto a la demanda concierne-determina que la exigencia del ordinal cuarto del art. 137 del C.C.A. se cumpla de manera diferente, según que la pretensión tenga origen en actos administrativos o en hechos de las partes.

“En efecto, si las pretensiones toman como fundamento los hechos de las partes, la carga procesal del actor quedará satisfecha con la simple invocación de los fundamentos de derecho, pues, en esta materia tiene pleno vigor el principio conocido como iura novit curia, según el cual, es deber del juez la aplicación de las normas que corresponda para los hechos que le presentan las partes y que se prueban en el proceso.

“Más exigente es la tarea del demandante cuando de la impugnación de actos administrativos unilaterales, se trata.

“En ese evento deberá indicar las normas que estima violadas y el concepto de su violación, exigencia que se estima normal si se considera que el juez administrativo, en principio, no ejerce un control general de legalidad del acto administrativo institución que, por lo demás, está revestida de ciertos privilegios tales como las presunciones de legalidad y de veracidad que, si bien son desvirtuables, dicha tarea corresponde al actor para lo cual debe establecer las normas con las cuales desea que el Juez confronte el acto cuestionado y las razones de incompatibilidad que encuentra entre los extremos a compararse.

“Este marco conceptual previo resulta indispensable para la solución de este caso, por cuanto en el sub lite, la sociedad actora desistió de las pretensiones tercera y cuarta, razón por la cual el proceso quedó reducido a la petición de nulidad de las resoluciones No. 17422 del 27 de septiembre de 1991 y 3017 del 31 de marzo de 1992, por medio de las cuales el Director del Departamento Administrativo de la Aeronáutica Civil declaró el incumplimiento del contrato No. 7189 de 1990 suscrito entre las partes e hizo efectiva la cláusula penal pecuniaria, y a los restablecimientos solicitados por el actor según quedó descrito antes para las pretensiones primera y segunda.

“II. Tal ocurrencia significó que la pretensión se concretó a la impugnación de un acto administrativo contractual con la reparación o restablecimiento consiguiente.

“Lo dicho no desvirtúa por supuesto, la naturaleza de la acción intentada, pues, como de tiempo atrás, lo han sostenido la doctrina y la jurisprudencia nacionales, la acción procedente frente a los actos contractuales, que se expiden con posterioridad a la celebración del contrato, es la contractual prevista por el art. 87 del C.C.A.

“La misma concepción fue acogida por la ley 80 de 1993 (art. 77) y por la ley 446 de 1998 (art. 32).

“Sin embargo, la circunstancia de que el acto administrativo impugnado tenga carácter contractual y que la acción incoada revista idéntica naturaleza no significa que resulte inaplicable la exigencia contenida en el ordinal 4º del art. 137 del C.C.A. que prescribe:

‘Art. 137. Contenido de la demanda.-Toda demanda … contendrá:

‘4) Los fundamentos de derecho de las pretensiones. Cuando se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su violación’.

“III. Obsérvese que, en cuanto a esta providencia interesa, la disposición contiene dos partes perfectamente definidas como se dejó establecido al comienzo de estas consideraciones.

“La primera, vale decir, la atinente a ‘los fundamentos de derecho de las pretensiones’, es una exigencia genérica que cumple el actor con la simple mención de los mismos pues, por virtud de la aplicación del Iura novit curia, será el Juez el encargado de proveer el derecho aplicable.

“Este precepto tiene cabida cuando quiera que, con las pretensiones, no se impugnan actos administrativos unilaterales porque, de ser así, será menester que el actor determine las normas que, estima violadas y el concepto de violación, razones estas con las cuales cree que puede desvirtuar las pretensiones de legalidad y veracidad que amparan el acto.

“(…)

“No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha dicho que, entratándose de derechos fundamentales de aplicación inmediata, el Juez Administrativo a efecto de asegurar su vigencia y goce efectivos debe aplicar la correspondiente norma constitucional, en forma oficiosa, así la demanda no la haya invocado expresamente.

“Se hacen estas precisiones, porque en el sub examine, la demandante afirma que se transgredieron los artículos 6º de la ley 19 de 1982, 20 y 21 del Decreto 222 de 1983, normas que hacían referencia a la modificación de los contratos en razón del interés público, su modificación unilateral y el desistimiento de los mismos. Es claro que estas disposiciones, tal y como lo advierte el Juez de primera instancia, constituían fundamento de derecho suficiente de las pretensiones tercera y cuarta, relacionadas con el reconocimiento del sobrecosto por mayor permanencia en la obra, de las cuales desistió el actor, pero jamás de las peticiones primera y segunda (relativas a la nulidad de los actos acusados), que, de esta manera, quedaron sin fundamento de derecho, pues las disposiciones arriba mencionadas nada tienen que ver con la declaratoria de incumplimiento para hacer efectiva la cláusula penal pecuniaria que motivó los actos acusados.

“(…)

“Como lo advierte el Tribunal, ‘el fallador carece de elementos de juicio que le permitan confrontar el acto con las disposiciones legales pertinentes para establecer así la posible violación de las mismas que desvirtúe la presunción de legalidad, lo cual conduce a un fallo inhibitorio, por encontrarse probada la excepción de ineptitud formal de la demanda’.

“Más aún: de no haberse operado el desistimiento de las pretensiones tercera y cuarta, es decir, si, en este momento final del proceso, debiera el fallador pronunciarse sobre la totalidad de la demanda, no hay duda de que debería resolver en el fondo dichas pretensiones porque, respecto de ellas, se cumplía plenamente la exigencia procesal indicada, pero abstenerse de hacerlo respecto de las dos primeras dado que el juzgador nunca pudo saber del porqué de la impugnación.”
 (negrillas por fuera del original)

La jurisprudencia de la Corporación se ha pronunciado acerca de la importancia de hacer expreso el concepto de violación de los actos administrativos demandados, como un mecanismo para preservar los principios de congruencia, de defensa y de contradicción:

“A pesar de que también se impugnaron las demás normas del acto acusado la Sala no las analizará, en la medida en que no se explicó el concepto de su violación. No puede el juzgador-sin infringir sus competencias-entrar a evaluar la eventual violación de normas superiores que no fueron indicadas como violadas junto con su respectivo concepto de violación, tal y como lo ordena el numeral 4º del artículo 137 del C.C.A.

“La disposición en cita debe tomarse conjuntamente con el principio de congruencia previsto en el artículo 170 eiusdem y desarrollo del principio general del derecho procesal de consonancia
, contenido en artículo 305 del C. de P. C., modificado por el artículo 1° numeral 135 del decreto 2282 de 1989, por cuya virtud, la decisión final del juzgador debe resultar armónica y concordante con las pretensiones formuladas en la demanda, pues en toda decisión que ponga fin a un litigio debe existir una rigurosa adecuación entre lo pedido y lo resuelto, o lo que es igual, una perfecta simetría entre el objeto de la controversia y la decisión judicial que le pone fin a la misma.

“El numeral 4º del artículo 137 del C.C.A. a cuyo tenor "[c]uando se trate de la impugnación de un acto administrativo deberán indicarse las normas violadas y explicarse el concepto de su violación" prevé sin duda un presupuesto formal de la demanda, exigencia normativa que, como ha señalado la jurisprudencia, al mismo tiempo demarca para el demandado el terreno de su defensa y delimita los estrictos y precisos términos del problema jurídico puesto en conocimiento del juzgador y, por ende, el campo de decisión del mismo
.

“(…)

“Por manera que en el terreno de la justicia administrativa, orientada por el principio dispositivo, el juzgador-tal y como lo ha señalado reiteradamente la jurisprudencia-requiere para hacer su pronunciamiento de la individualización de las peticiones anulatorias, debidamente apoyadas en las razones de derecho contentivas del concepto de la violación que a juicio del actor conduzcan a la invalidación del acto administrativo atacado. En otras palabras, el fallador está impedido para estudiar temas y para pronunciarse sobre puntos que no fueron planteados y sustentados por el actor, en el escrito de demanda
.

“En tal virtud, en tratándose de las acciones que tienen por objeto ejercer un control de legalidad de los actos administrativos, el accionante al formular la causa petendi tiene la carga procesal ineludible de enunciar en forma puntual y específica las normas que estima infringidas lo mismo que el concepto de la violación, habida consideración que el control asignado al contencioso administrativo no reviste, en estos casos, un carácter general, sino que, por el contrario, se encuentra estrictamente delimitado por los aspectos que el actor le solicite sean revisados.

“O lo que es igual, la demanda demarca el debate judicial y-por contera-el juez no está facultado para estudiar preceptos diferentes de aquellos que se adujeron en la demanda, de no ser así, ha dicho la jurisprudencia “se violaría el derecho constitucional de defensa y contradicción que ampara a todo demandado, al resolver el conflicto con base en un punto de derecho que no fue invocado ni debatido”
.

“De cuanto antecede se concluye que la Sala no hará pronunciamiento alguno de fondo en torno de los demás preceptos del decreto acusado y por lo mismo se inhibirá parcialmente por inepta demanda
.”

Por lo tanto, en el asunto que ahora se examina, la parte actora adujo que le asiste derecho a reclamar la reparación de los perjuicios ocasionados por la terminación anticipada del contrato de obra 1099 de 1994, propósito para cuyo efecto resultaba absolutamente necesario solicitar previamente la nulidad de las Resoluciones 003 y 040 de 2000 expedidas por el Instituto Nacional de Vías, en cuanto contienen la liquidación unilateral del contrato en mención y adicionalmente que se presentara junto con la acción contractual el concepto de violación.

No sobra reiterar que en el libelo de demanda con el cual se inició el actual proceso no fueron incluidas pretensiones anulatorias respecto de las Resoluciones 003 y 040 de 2000 contentivas de la liquidación del contrato, por tanto la legalidad de estos actos se mantiene incólume, sin que resulte legalmente posible entrar a revisar las reclamaciones solicitadas por el actor, por cuanto la validez de las decisiones de la liquidación no fue cuestionada. La revisión de la liquidación unilateral del contrato sólo puede resultar del cuestionamiento del acto administrativo que la origina. 

Por otra parte, tampoco resulta de recibo el argumento que esgrimió el actor en la apelación acerca de la inexistencia de la Resolución 040 de 2000 por medio de la cual se confirmó el recurso de reposición, ante la ausencia de notificación de la decisión, por la siguiente razón fundamental: cuando se interpone un recurso de apelación no se puede modificar el contenido de la demanda. En efecto, el recurso de apelación, tal y como lo ha descrito autorizada doctrina nacional
, es aquél que permite al ad quem, directo superior funcional del juez de primera instancia, decidir las manifestaciones de inconformidad presentadas por las partes en contra de una providencia judicial; no puede entenderse éste como un mecanismo para reformar la demanda o para cambiar la causa petendi del proceso.
 

Para el caso concreto se advierte que el demandante, en su escrito de apelación presentó nuevos argumentos, así:
 

“Para fallar los numerales apelados, la sala del Tribunal Contencioso Administrativo en la parte motiva (página 4) alega que el demandante no impetró la nulidad del acto liquidatorio del contrato el cual quedó materializado con la resolución # 003 del cuatro de febrero del 2.000 que declaró en firme la resolución 040 del 12 de abril del mismo año.

A nuestro juicio, la Sala comete el error de dar por sentado sin estarlo, que el acto de liquidación se encontraba ejecutoriado, esto es en firme, habida consideración de que la administración contratante INVIAS, produjo la resolución, 040 del 12 de abril del 2.000 desatando el recurso de reposición y confirmando la anterior.

Esto último es cierto, pero esa resolución nunca fue conocida por el contratista LAUREANO QUINTERO, es decir, nunca le fue notificada. En los folios que obran en el proceso no reposa documento alguno de que se haya hecho tal notificación, no hay sello, ni escrito a mano que demuestren esa aseveración, de tal manera que si no hay notificación en debida forma, mal puede el Tribunal hablar por el demandado ni interpretar oficiosamente que ella se encuentra ejecutoriada y por lo tanto en firme” (fls. 183-185 c. 2).

 

Se observa de esta manera que el demandante pretende modificar, a través de su escrito de apelación, los argumentos de la demanda y la causa petendi de la misma, para efectos de alegar la inexistencia de los aludidos actos administrativos aduciendo ahora que dichos actos administrativos de liquidación unilateral no se demandaron porque no se encontraban ejecutoriados. Sin embargo, la Sala se abstiene de hacer pronunciamiento alguno frente a los argumentos nuevos que se expusieron en el recurso de alzada, pues, como se anotó, mediante el recurso de apelación no es posible hacer estas modificaciones. Valga aclarar que si el acto administrativo que resolvió el recurso de reposición, a juicio del actor, no estaba en firme ante la ausencia de la notificación correspondiente, ello debió exponerlo en la demanda, en la cual, sin anotación alguna al respecto, sí hizo expresa referencia a la existencia de las aludidas Resoluciones 003 de febrero 4 y 040 de abril 12, ambas del año 2000. 

Dadas las consideraciones expuestas, la Sala confirmará la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de La Guajira el día 20 de agosto de 2003 en primera instancia, a través de la cual se declaró inhibida para estudiar de fondo las súplicas y excepciones propuestas por ausencia de requisitos formales de la demanda, en consideración a que el demandante no pretendió la nulidad de los actos administrativos por cuya virtud se adoptó la liquidación unilateral del contrato, ni se enunciaron y desarrollaron los cargos de ilegalidad frente a los mismos actos administrativos contractuales. 
2.7 Costas.
Debido a que en la fecha en la cual se profiere este fallo el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que sólo hay lugar a la imposición de condena en costas cuando alguna de las partes hubiere actuado temerariamente, cosa que no ocurrió en el sub lite, en el presente asunto no habrá lugar a imponer condena alguna por dicho rubro. 

En mérito de lo anteriormente expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA:

Confírmase la sentencia apelada, esto es la proferida el 20 de agosto de 2003 por el Tribunal Administrativo de La Guajira, que declaró la ineptitud sustancial de la demanda.
Ejecutoriada esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen para su cumplimiento.

Cópiese, notifíquese y cúmplase,
	


HERNAN ANDRADE RINCON
MAURICIO FAJARDO GÓMEZ

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� El Decreto 288 de 1995, proferido por el Presidente de la República en ejercicio de las atribuciones que le fueron conferidas por el numeral 51 del artículo 59 del Decreto 2171 de 1992, en su artículo segundo estableció lo siguiente:





“Artículo 2. Naturaleza jurídica. El Instituto Nacional de Vías, creado por el Decreto 2171 del 30 de diciembre de 1992, es un establecimiento público del orden nacional, esto es, un organismo dotado de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio propio, adscrito al Ministerio de Transporte, que se organiza conforme a las disposiciones establecidas por los Decretos 1050 y 3130 de 1968, 2171 de 1992, y las contenidas en los presentes estatutos.”





� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 7 de marzo de 2011, exp. 20171 y del 9 de mayo de 2011 exp.36912 , M.P. Enrique Gil Botero.





� Artículo 44 de la Ley 446 de 1998, numeral 10: “En las relativas a contratos, el término de caducidad será de dos (2) años que se contará a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento.


En los siguientes contratos, el término de caducidad se contará así:


a) En los de ejecución instantánea, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato;


b) En los que no requieran de liquidación, a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes, contados desde la terminación del contrato por cualquier causa;


c) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada de común acuerdo por las partes, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la firma del acta;


d) En los que requieran de liquidación y ésta sea efectuada unilateralmente por la administración, a más tardar dentro de los dos (2) años, contados desde la ejecutoria del acto que la apruebe. Si la administración no lo liquidare durante los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo convenido por las partes o, en su defecto del establecido por la ley, el interesado podrá acudir a la jurisdicción para obtener la liquidación en sede judicial a más tardar dentro de los dos (2) años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar;


e) La nulidad absoluta del contrato podrá ser alegada por las partes contratantes, por el Ministerio Público o cualquier persona interesada, dentro de los dos (2) años siguientes a su perfeccionamiento. Si el término de vigencia del contrato fuere superior a dos (2) años, el término de caducidad será igual al de su vigencia, sin que en ningún caso exceda de cinco (5) años, contados a partir de su perfeccionamiento. En ejercicio de esta acción se dará estricto cumplimiento al artículo 22 de la Ley "por la cual se adoptan como legislación permanente algunas normas del Decreto 2651 de 1991, se modifican algunas del Código de Procedimiento Civil, se derogan otras de la Ley 23 de 1991 y del Decreto 2279 de 1989, se modifican y expiden normas del Código Contencioso Administrativo y se dictan otras disposiciones sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia."


�  El contrato 1099 de 1994 estipulo: “CLAUSULA DECIMA SEPTIMA.- El presente contrato será objeto de liquidación de conformidad con los artículos 60 y 61 de la Ley 80 de 1993, procedimiento que deberá efectuarse dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su vencimiento o a la expedición del acto administrativo que ordene su terminación o a la fecha del acuerdo que lo disponga.”


� Se tiene en cuenta para este cómputo la fecha de terminación de mutuo acuerdo, lo cual ocurrió el día 7 de abril de 1999, de conformidad con la cláusula décima séptima del contrato.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 11 de agosto de 2010; Consejero ponente: Enrique Gil Botero; Radicación número: 16941.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 10 de septiembre de 1998; Consejero ponente: Daniel Suárez Hernández; Radicación número: 11617.


� BETANCUR JARAMILLO, Carlos.  Derecho Procesal  Administrativo. Medellín: Editorial Señal Editora. 2009. Pág. 278-281.


� Cita original de Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de septiembre 16 de 1999, radicado 12242, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez: Sentencia de constitucionalidad C-197, abril 7 de 1999.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de septiembre 16 de 1999, radicado 12242, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez.


� Cita original de Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de octubre 7 de 2009, radicado 18509, C.P. Ruth Stella Correa Palacio: Imperativo legal, como anota Devis Echandía, relacionado con el debido proceso (art. 29 C.N.) y el valor de la cosa juzgada. (DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal, Teoría General del Proceso, Tomo I, Decimotercera edición, Biblioteca Jurídica Diké, Medellín, 1994, p. 57).


� Cita original de Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de octubre 7 de 2009, radicado 18509, C.P. Ruth Stella Correa Palacio: CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCION TERCERA, Auto de 16 de marzo de 2005, Rad. 27921, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Cita original de Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de octubre 7 de 2009, radicado 18509, C.P. Ruth Stella Correa Palacio: Vid. CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN PRIMERA. Sentencia del 30 de julio de 1993, Exp. 2262,C.P. Yesid Rojas Serrano y SECCIÓN TERCERA, Sentencia de 8 de junio de 2000, Rad. 11121, C.P. María Elena Giraldo Gómez.


� Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Sentencia 12 de septiembre de 1996, Rad. 3580, C.P. Manuel S. Urueta.


� Consejo De Estado, Sala De Lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de 17 de agosto de 2000, Rad. 12640, C.P. Alier Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de octubre 7 de 2009, radicado 18509, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.


� Hernán Fabio López. Procedimiento Civil parte general. Página 764. Editorial Dupré Editores.





